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GUADALAJARA, JALISCO, 7 SIETE DE JUNIO  
DE 2017 DOS MIL DIECISIETE.   

 

 

VISTO para resolver en sentencia definitiva el juicio 

promovido por 

*********************************************************************

****** todos de apellidos **************** en contra del 

ENCARGADO DE LA HACIENDA MUNICIPAL DEL 

AYUNTAMIENTO DE CHAPALA, JALISCO, y; 

 

R E S U L T A N D O: 

 

1. Mediante escrito presentado ante Oficialía de 

Partes Común de este Tribunal, el 21 veintiuno de febrero de 

2017 dos mil diecisiete, 

***************************************************************, en 

su carácter de apoderados generales judiciales de 

************* y 

***********************************************************, todos 

de apellidos ***************, interpusieron demanda de nulidad 

en los términos y por los conceptos que de la misma se 

desprenden. 

 

2. Por acuerdo de 27 veintisiete de febrero de 2017 

dos mil diecisiete, se admitió a trámite la demanda de nulidad 

y se tuvo como autoridad demandada al ENCARGADO DE 

LA HACIENDA MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE 

CHAPALA, JALISCO; teniéndose como acto administrativo 

impugnado el señalado en la propia demanda; se admitieron 

los medios de convicción ofertados teniéndose por 

desahogados desde esos momentos aquellos cuya propia 

naturaleza así lo permitía; finalmente, se ordenó realizar el 

emplazamiento de la autoridad demandada. 

 

3. Mediante proveído emitido el 6 seis de abril de 

2017 dos mil diecisiete, se hizo efectivo apercibimiento a la 

autoridad demandada, teniéndole por no contestada la 

demanda y por ciertos los hechos que el actor le imputó de 

manera precisa, salvo que por las pruebas rendidas o por 

hechos notorios quedaren desvirtuados. 
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4. En acuerdo de fecha 26 veintiséis de mayo del 

año 2017 dos mil diecisiete,  al no existir cuestiones 

pendientes qué resolver, se abrió el periodo de alegatos por 

tres días para que se abriera el periodo de alegatos, una vez 

transcurrido dicho término, con o sin alegatos, se deberían 

turnar los presentes autos para la emisión de la sentencia 

definitiva correspondiente, misma que ahora se dicta, y; 

 

C O N S I D E R A N D O: 

 

I. Este Tribunal es competente para conocer de la 

presente controversia, de conformidad a lo dispuesto por los 

artículos 52, 56, 65 y 67 de la Constitución Política del Estado 

de Jalisco, así como los artículos 57, 59, 66 y 67 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial el Estado 1, 2, 3, 4, 31, 35, 36, y 

demás relativos y aplicables de la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco. 

 

II. El acto administrativo impugnado, en este caso, 

la resolución contenida en el oficio ********, expediente 

001/2016, de 17 diecisiete de noviembre de 2016 dos mil 

dieciséis, suscrita por el Encargado de la Hacienda Municipal 

del Ayuntamiento de Chapala, Jalisco, su existencia se 

encuentra debidamente acreditada con el documento original 

de la resolución, el cual obra glosado en autos a fojas 45 a 

50, cuyo valor probatorio es pleno acorde a lo señalado en 

los artículos 329, fracción II y 399, del Código de 

Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, de aplicación 

supletoria a la Ley de Justicia Administrativa, por así 

disponerlo su artículo 2.  

 

III. Según criterio emitido por Órganos 

Jurisdiccionales del Poder Judicial Federal, no se hace 

necesario transcribir los conceptos de impugnación que 

hiciere valer la parte actora en su escrito inicial de demanda, 

ni la contestación que la autoridad demandada produjera a 

los mismos, toda vez que dicha omisión no deja en estado 

indefensión a ninguna de las partes, sirviendo de apoyo a 

dicha determinación la jurisprudencia del Segundo Tribunal 

Colegiado del Sexto Circuito, consultable en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: VII, Abril de 

1998, página 599,  cuyo rubro reza: “CONCEPTOS DE 
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VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A 

TRANSCRIBIRLOS”  

   

IV. Tomando en consideración que la autoridad 

demandada no argumentó actualización de causa de 

improcedencia alguna, ni esta Sala en forma oficiosa advierte 

su actualización, se procede al estudio del fondo del asunto. 

 

Para entrar en contexto del asunto, conviene hacer 

mención de algunos de los antecedentes más relevantes que 

dieron origen al acto impugnado y que se advierten de las 

constancias que obran en autos: 

 

 Se tiene que mediante escritura pública 

número ******, de 17 diecisiete de agosto de 

2016 dos mil dieciséis, otorgada ante la fe del 

notario público número *** de Guadalajara, 

Jalisco, los demandantes adquirieron la 

propiedad, en mancomún proindiviso y 

representando partes iguales, del lote de 

terreno marcado con el número 

****************************************************

*****************, señalado con el número 64 de 

la calle ********************************El 27 

veintisiete de septiembre de 2016 dos mil 

dieciséis, se efectuó el pago del impuesto 

sobre transmisiones patrimoniales por la 

cantidad de $21,725.00 (veintiún mil 

setecientos veinticinco pesos 00/100 moneda 

nacional), como quedó consignado en el 

recibo oficial ******, derivado de la adquisición 

de la propiedad que quedó formalizada en el 

instrumento público señalado en el punto que 

antecede.  

 El 14 catorce de octubre de 2016 dos mil 

dieciséis, los adquirentes del inmueble en 

cuestión, presentaron solicitud de devolución 

de pago de lo indebido ante la Tesorería 

Municipal del Ayuntamiento de Chapala, 

Jalisco, respecto del impuesto sobre 

transmisiones patrimoniales, cuyo entero 

quedó consignado en el recibo oficial número 
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********A la solicitud de devolución de pago de 

lo indebido formulada por los actores recayó el 

oficio número ********, de 17 diecisiete de 

noviembre de 2016 dos mil dieciséis, suscrito 

por el Encargado de la Hacienda Municipal del 

Ayuntamiento de Chapala, Jalisco, en el cual 

resuelve en forma negativa a las pretensiones 

de los solicitantes.   

 

Cabe señalar que los hechos anteriores quedan 

plenamente acreditados con las siguientes constancias: 

 

- Copia certificada de la escritura pública número 

******* de 

************************************************** 

otorgada ante la fe del notario público número *** 

de Guadalajara, Jalisco; 

- Copia certificada del aviso de transmisiones 

patrimoniales y del recibió oficial ****** de 

*******************************************************

*Oficio número ********, de 

***************************************************** 

suscrito por el Encargado de la Hacienda 

Municipal del Ayuntamiento de Chapala, Jalisco. 

 

Medios de convicción con pleno valor probatorio en 

términos de lo dispuesto en los artículos 329, fracción II, 399 

del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, 

de aplicación supletoria a la materia administrativa, los cuales 

son aptos para acreditar lo que su contenido refiere.  

 

Conforme a esos antecedentes se procede al 

estudio de los conceptos de impugnación vertidos en el 

escrito de ampliación de demanda. 

 

 Argumenta el actor que la resolución administrativa 

impugnada se emitió en contravención de las disposiciones 

legales aplicadas, a saber, los artículos 2, 14, 56, 61 y 112, 

fracción I, de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de 

Jalisco, así como lo establecido en el artículo 961 del Código 

Civil del Estado de Jalisco, en virtud de que, contrario a lo 

sostenido por la autoridad demandada en la resolución 

administrativa impugnada, el pago realizado del impuesto 
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sobre transmisiones patrimoniales, fue un pago de lo 

indebido, ya que conforme lo establece el artículo 112, 

fracción I, de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de 

Jalisco, se desprende que el objeto de ese tributo es el 

traslado del dominio, de la propiedad o de los derechos de 

copropiedad sobre bienes inmuebles, entendiéndose por 

éstos, entre otros, todo acto por el que se transmita la 

propiedad, excepto aquéllos que se realicen al momento de 

constituirse la copropiedad o sociedad conyugal, por lo tanto, 

argumenta, si en el caso concreto, con motivo de la 

adquisición de la propiedad entre los demandantes, se 

constituyó una copropiedad, es evidente que se actualiza la 

hipótesis de excepción establecida en esa norma, de ahí que 

no existió legalmente objeto del impuesto en comento, por lo 

que el pago del mismo fue indebido.   

 

Por otra parte, la autoridad demandada, no produjo 

contestación a la demanda teniéndole por ciertos los hechos 

que el actor le imputó en forma precisa, de acuerdo a lo 

establecido en el primer párrafo del artículo 42 de la Ley de 

Justicia Administrativa del Estado de Jalisco.    

 

Reseñado lo anterior, esta Sala considera que le 

asiste la razón a la parte actora, toda vez que la autoridad 

demandada está realizando una incorrecta interpretación del 

artículo 112, fracción I de la Ley de Hacienda Municipal del 

Estado de Jalisco, vigente en el momento de realizarse el 

hecho generador, al imprimirle un sentido que no le 

corresponde, violando con ello el principio de aplicación 

estricta de la norma tributaria que establece el artículo 14 de 

esa misma ley. 

 

Para demostrar lo anterior, es necesario transcribir 

el señalado artículo 112, fracción I, cuyo contenido dice: 

 

“Artículo 112.  Es objeto de este impuesto, el traslado del 

dominio, de la propiedad o de los derechos de copropiedad 

sobre bienes inmuebles, por cualquier hecho, acto o 

contrato, ya sea que comprendan el suelo, o el suelo y las 

construcciones adheridas a él,  incluyendo los accesorios y 

las instalaciones especiales que pertenezcan al inmueble, 

siempre que se ubique en el territorio de los municipios que 

comprende el Estado, y que una misma operación no se 

grave dos veces. 
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Para efectos de este artículo, se entiende que existe traslado 

de dominio o de derechos de propiedad o copropiedad de 

bienes inmuebles siempre que se realice: 

 

I. Todo acto por el que se transmita la propiedad, incluyendo 

la donación, la que ocurra por causa de muerte y la 

aportación a toda clase de asociaciones o sociedades, a 

excepción de las que se realicen al constituirse la 

copropiedad o la sociedad conyugal;” 

 

De la lectura a dicho precepto legal se infiere que el 

objeto del impuesto sobre transmisiones patrimoniales es el 

traslado del dominio, de la propiedad o de los derechos de 

copropiedad sobre bienes inmuebles, por cualquier hecho, 

acto o contrato; así mismo, el legislador dispuso que, para 

efectos de ese impuesto, existiría traslado de dominio o de 

derechos de propiedad o copropiedad de bienes inmuebles, 

por todo acto por el que se transmita la propiedad, incluyendo 

la donación, la que ocurra por causa de muerte y la aportación 

a toda clase de asociaciones o sociedades, a excepción de 

las que se realicen al constituirse la copropiedad o la 

sociedad conyugal.  

 

Luego, la interpretación que esta autoridad 

jurisdiccional considera como correcta al precepto legal que 

nos ocupa, es en el sentido de que para efectos del impuesto 

sobre transmisiones patrimoniales, no existirá objeto de dicho 

impuesto, cuando al transmitirse la propiedad o dominio de 

un inmueble, se constituya la copropiedad o la sociedad 

conyugal, sin importar el acto jurídico por el cual se da la 

transmisión. 

 

 En efecto, se llega a la anterior conclusión ya que 

de la lectura que se realiza a la fracción I del artículo 112 en 

cita, se advierte que el legislador, al inicio establece una 

hipótesis general según la cual todo acto por el que se 

transmita la propiedad sobre bienes inmuebles, será objeto 

del impuesto referido, al decir: “…se entiende que existe 

traslado de dominio o de derechos de propiedad o 

copropiedad de bienes inmuebles siempre que se realice: I. 

Todo acto por el que se transmita la propiedad…,” y 

posteriormente, en la misma fracción I, señala casos 

particulares donde existe transmisión de propiedad, como lo 
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es “…la donación, la que ocurra por causa de muerte y la 

aportación a toda clase de asociaciones o sociedades…”, y 

luego, señala dos casos de excepción donde no se 

considerará que existe traslado de dominio, es decir, cuando 

se constituya la copropiedad o la sociedad conyugal. 

 

De acuerdo a lo anterior, de la lectura integral al 

precepto en comento, se infiere que el legislador, al 

establecer al principio de la redacción, una formula general 

para señalar cuando existe transmisión de propiedad sobre 

bienes inmuebles, y al final del mismo, dos casos de 

excepción (copropiedad y sociedad conyugal), por ende, 

debe entenderse que dichos supuestos de excepción se 

actualizan en todos los casos en que haya transmisión de 

propiedad, ya que de otra forma, si el creador de la ley 

hubiera pretendido que las excepciones de que se habla 

fueren aplicables únicamente para el caso en que el traslado 

de dominio se realizara con motivo de la aportación a 

asociaciones o sociedades, así lo hubiera dispuesto en forma 

expresa y sin mediar duda alguna, interpretación o deducción 

que no puede inferirse conforme a la redacción actual que 

presenta dicho dispositivo legal. 

 

En mismo sentido, es incorrecto sostener que la 

hipótesis de excepción contenida en el precepto en estudio, 

se actualiza únicamente cuando la persona que enajena los 

derechos de propiedad, se reserva una parte del dominio del 

bien y el resto lo transmite a una o varias personas; 

interpretación que resulta ilegal, toda vez que el señalado 

precepto no establece que únicamente en ciertos casos en 

que se constituya el estado de copropiedad, operara la 

excepción allí establecida, sino que se refiere en términos 

generales a cuando se constituya el estado de copropiedad.  

 

Por lo tanto, si la ley no distingue casos específicos, 

tampoco es dable hacerlo al interprete, de ahí que deba 

entenderse que en cualquier supuesto en que al transmitirse 

la propiedad de un inmueble a una o varias personas, operará 

la excepción establecida en la parte final del artículo 112, 

fracción I de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de 

Jalisco.  
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Así pues, la interpretación que esta Sala considera 

que debe darse al artículo 112, fracción I de la Ley de 

Hacienda Municipal del estado de Jalisco, como se dijo, es 

en el sentido de que existirá objeto del impuesto sobre 

transmisiones patrimoniales, en todos los casos en que haya 

transmisión de dominio o derecho de propiedad sobre bienes 

inmuebles, excepto cuando con motivo de la transmisión de 

la propiedad, se constituye la copropiedad o la sociedad 

conyugal.  

 

Ahora bien, el artículo 9611 del Código Civil del 

Estado de Jalisco, establece que la copropiedad se 

constituye cuando un bien o derecho pertenecen proindiviso 

a varias personas, lo cual significa que cada copropietario es 

dueño de una parte alícuota del bien, sin que la misma pueda 

identificarse físicamente en el bien o derecho de que se trate.   

 

En ese orden de ideas, trasladándonos en el caso 

que nos ocupa, a fojas 25 a 29 del expediente, obran 

glosadas las copias certificadas de la escritura pública 

número ******, de 

************************************************** otorgada ante la 

fe del notario público número *** de Guadalajara, Jalisco.  

 

Medio de convicción cuyo valor probatorio es pleno 

acorde a lo establecido en los artículos 329, fracción I y 399 

del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, 

con el cual se acredita que los demandantes adquirieron la 

propiedad del lote de terreno marcado con el número 

3*****************************, del conjunto denominado “La 

*********, señalado con el número ** de la calle 

******************************* en mancomún proindiviso y 

representando partes iguales, esto es, bajo el régimen de 

copropiedad. 

 

Así mismo, del análisis al recibo oficial ******, de 

*****************************************************, emitido por la 

Tesorería Municipal del Ayuntamiento de Chapala, Jalisco, se 

acredita que con motivo de ese acto jurídico traslativo de 

                                                           
1 Artículo 961.- Hay copropiedad cuando un bien o un derecho pertenecen pro indiviso a varias 

personas.  
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dominio sobre bienes inmuebles, los accionantes pagaron el 

impuesto sobre transmisiones patrimoniales por la cantidad 

de $21,725.00 (veintiún mil setecientos veinticinco pesos 

00/100 moneda nacional).  

 

Conforme lo anterior, se hace patente que el acto 

traslativo de propiedad formalizado en la escritura pública 

número ******, de 

************************************************** no podía ser 

objeto del impuesto sobre transmisiones patrimoniales 

establecido en el artículo 112, fracción I de la Ley de 

Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, ya que por virtud 

de dicho acto jurídico, se constituyó el estado de copropiedad 

entre los demandantes sobre un bien inmueble, 

actualizándose de esa manera una de las excepciones 

previstas en el mencionado dispositivo, de ahí que ese acto 

jurídico no debía ser gravado con ese impuesto, al no 

haber legalmente objeto del mismo. 

 

En ese sentido, el pago realizado por los 

demandantes a favor del Ayuntamiento de Chapala, Jalisco, 

es indebido en términos de lo dispuesto en el artículo 56 de 

la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, lo que 

debió ser considerado por la autoridad demandada al 

momento de resolver la solicitud promovida por la parte 

actora. 

 

Así pues, toda vez que se acredita la ilegalidad de 

la resolución impugnada ya que la misma se emitió 

indebidamente fundada y motivada, al haber dejado de 

aplicar las disposiciones legales debidas, y las que aplicó las 

interpretó indebidamente, lo cual redunda en la violación al 

principio de seguridad jurídica previsto en el artículo  16 de la 

Constitución Federal Mexicana, lo conducente será declarar 

su nulidad absoluta con apoyo en lo dispuesto en la fracción 

II del artículo 75 de la Ley de Justicia Administrativa del 

Estado de Jalisco, sin embargo, debido a que la en la 

presente sentencia se ha dilucidado que le asiste la razón a 

la parte actora en la solicitud de devolución del pago de lo 

indebido que planteó ante la demandada, es innecesario 

ordenar a dicha autoridad que emita nueva resolución donde 

haga suyos los razonamientos que contiene esta sentencia, 

por lo que, desde estos momentos se le condena a la 
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devolución del monto erogado por el actor por concepto 

de impuesto sobre transmisiones patrimoniales, 

equivalente a $21,725.00 (veintiún mil setecientos 

veinticinco pesos 00/100 moneda nacional), según 

consta en el recibo oficial ******, cantidad que deberá ser 

entregada a favor del actor con sus respectivas 

actualizaciones, las cuales deberán ser calculadas en 

base a lo dispuesto en el artículo 44 bis de la Ley de 

Hacienda Municipal del Estado de Jalisco. 

  

Por las razones que señalan, resultan aplicables los 

criterios aislados, cuyos datos de identificación, rubro y textos 

son del siguiente tenor:  

 

“Época: Décima Época Registro: 2004642 Instancia: 

Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Libro XXV, Octubre de 2013, Tomo 3 Materia(s): Común 

Tesis: I.1o.A.15 A (10a.) Página: 1734  

AMPARO CONTRA LEYES FISCALES. LA CANTIDAD 

QUE CORRESPONDE DEVOLVER AL QUEJOSO CON 

MOTIVO DE LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL 

OTORGADA CONTRA UNA NORMA QUE PREVÉ EL 

PAGO DE UNA CONTRIBUCIÓN DEBE INCLUIR SU 

ACTUALIZACIÓN, CALCULADA DESDE LA FECHA EN 

QUE SE EFECTUÓ EL ENTERO DEL TRIBUTO 

(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 

2013). Ha sido criterio reiterado de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación que los alcances del amparo concedido 

al particular contra una norma con sustento en la cual se 

haya enterado una contribución, además de traducirse en 

que no se vuelva a aplicar la disposición en perjuicio del 

gobernado, trae aparejada implícitamente la obligación a 

cargo de las autoridades fiscales de devolver a los 

contribuyentes las cantidades pagadas indebidamente, pues 

sólo así se logra la restitución en la garantía constitucional 

violada, en términos del artículo 80 de la Ley de Amparo, 

vigente hasta el 2 de abril de 2013. Para colmar tal extremo, 

la cantidad a devolver debe, necesariamente, reflejar un 

poder adquisitivo análogo al que tenía la suma pagada por el 

gobernado a la hacienda pública, lo cual se logra mediante 

su actualización, pues ésta no es más que el resultado de 

darle al monto cuya devolución proceda su valor actual al 

momento en que sea reintegrado al agraviado; 

consecuentemente, el cálculo relativo debe efectuarse 

tomando como punto de partida la fecha en que se realizó el 

entero con sustento en la norma declarada inconstitucional.” 
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“Época: Décima Época Registro: 2000567 Instancia: Primera 

Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta Libro VII, Abril de 2012, Tomo 1 

Materia(s): Administrativa Tesis: 1a. LXXIII/2012 (10a.) 

Página: 871  

DEVOLUCIÓN DE CONTRIBUCIONES. LA AUTORIDAD 

FISCAL DEBE DEVOLVER AL CONTRIBUYENTE LAS 

CANTIDADES ACTUALIZADAS, AUN CUANDO ÉSTE NO 

LO SOLICITE (INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 

17-A, 22, PÁRRAFO OCTAVO, Y 22-B DEL CÓDIGO 

FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTES EN 2005). Este 

alto tribunal ha sostenido que el principio de proporcionalidad 

tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no 

sólo se manifiesta de manera positiva, sino también de forma 

negativa, al prohibir a la autoridad recaudar cantidades 

superiores a las debidas, obligándola a reintegrar al 

particular las obtenidas injustificadamente; asimismo, que en 

el caso de normas declaradas inconstitucionales, aun 

cuando no establezcan la actualización del monto a devolver, 

a fin de cumplir con el artículo 80 de la Ley de Amparo, la 

autoridad fiscal queda obligada a devolver el monto 

debidamente actualizado, ya que sólo así se restituye al 

gobernado en el pleno goce de la garantía individual violada. 

Por tanto, no es válido justificar la omisión de actualizar las 

cantidades enteradas indebidamente con la afirmación de 

que el contribuyente "no solicitó la actualización", ya que, por 

una parte, los formatos emitidos por la autoridad fiscal no 

tienen un espacio para solicitarla, lo cual no puede ser una 

omisión atribuible al contribuyente, pero además, éste 

tampoco puede solicitar el monto de la devolución 

actualizado, pues al presentar la solicitud no puede saber 

cuándo recibirá por parte de la autoridad la cantidad 

solicitada, y dado que la actualización del pago indebido 

debe realizarse desde que éste se efectuó hasta que la 

devolución se recibe, aquél no cuenta con los elementos 

necesarios para hacer el cálculo al presentar la solicitud de 

devolución. Por otra parte, la falta de una solicitud expresa 

no exime a la autoridad de cumplir con las obligaciones 

impuestas por la ley, ya que la actualización de las 

cantidades a su cargo no es optativa, sino que constituye una 

obligación clara y sin excepción alguna, de reintegrar al 

contribuyente los pagos de lo indebido actualizados.” 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, con apoyo 

en lo dispuesto en los artículos 72, 73, 74, fracción II y 75, 

fracción II y demás relativos aplicables de la Ley de Justicia 

Administrativa, se resuelve en base a las siguientes 
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PROPOSICIONES 

 

PRIMERA.- La competencia de esta Sala y la 

existencia de la resolución administrativa ficta impugnada 

quedaron debidamente acreditados en autos. 

 

SEGUNDA.- La parte actora desvirtuó la presunción 

de legalidad del acto administrativo impugnado. 

 

TERCERA.- Se declara la nulidad lisa y llana del 

acto administrativo impugnado en el presente juicio, por los 

motivos y consideraciones expuestos en el considerando V 

del presente fallo. 

 

CUARTA.- Se condena a la autoridad demandada 

al pago de $21,725.00 (veintiún mil setecientos veinticinco 

pesos 00/100 moneda nacional), y sus actualizaciones, 

conforme a los lineamientos establecidos en la parte final del 

considerando IV del presente fallo.  

 

NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE  

 

Así lo resolvió el Presidente de la Quinta Sala 

Unitaria del Tribunal de lo Administrativo del Estado de 

Jalisco, MAGISTRADO DOCTOR ADRIÁN JOAQUÍN 

MIRANDA CAMARENA, ante la presencia de la Secretaría 

de Sala, ABOGADA MARÍA ISABEL DE ANDA MUÑOZ, 

quien autoriza y da fe.- 

AJMC/MIDAM 


